	


 

SALA DE CASACIÓN SOCIAL 
Caracas, nueve (09) de marzo de 2004. Años: 193° y 145°.

 


En el juicio que por cobro de prestaciones sociales sigue el ciudadano WILLIAM ALBERTO FERRER BADILLO, representado judicialmente por el abogado Carl Douglas Silva contra la empresa CUCHILLERÍA FRANCESA C.A., representada por la ciudadana YAMINA DEL VALLE MALAVÉ MUÑOZ, asistida por la abogada Eva María Trenard y actualmente representada judicialmente por el abogado Luis Alberto Santos Castillo, el Juzgado Primero de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación, y Ejecución del Circuito Judicial del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en fecha 17 de octubre del año 2003, dictó sentencia mediante la cual declaró parcialmente con lugar la demanda.  Contra esta decisión apeló  el representante de la demandada. 

 

En fecha 27 de octubre del año 2003 el referido juzgado de primera instancia negó oír la apelación interpuesta, por considerar que la ciudadana Yamina del Valle Malavé, no tenía cualidad para actuar en juicio, en virtud de lo cual la referida representante de la empresa demandada recurrió de hecho.

 

En fecha 07 de noviembre del año 2003, el Juzgado Segundo Superior del Trabajo del Circuito Judicial del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, declaró sin lugar el recurso de hecho interpuesto por la ciudadana Yamina del Valle Malavé, confirmando el auto dictado por el a quo.  Contra esta decisión anunció recurso de casación la mencionada representante de la empresa demandada.

 

En fecha 17 de noviembre del año 2003, el Juzgado Segundo Superior del Trabajo del Circuito Judicial del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área 

Metropolitana de Caracas, negó la admisión del recurso de casación anunciado, por cuanto “analizadas minuciosamente las actas que componen el presente expediente, no se desprende de tal revisión que la recurrente (de hecho y en casación), haya indicado en sus alegatos la cuantía de la demanda principal, ni haya aportado copia certificada del libelo de demanda para evidenciar tal cuantía”.

 

Ante la precedente negativa del Juzgado Superior, la representante de la empresa CUCHILLERÍA FRANCESA C.A., en fecha 24 de noviembre del año 2003, propuso recurso de hecho.

 

En fecha 25 de noviembre del año 2003, el Tribunal Segundo Superior del Trabajo antes mencionado, visto el recurso de hecho ejercido por la ciudadana Yamina Malavé, representante de la empresa demandada, acordó la remisión de las actuaciones a esta Sala de Casación Social.


 

Recibidas las actuaciones en este Máximo Tribunal, se dio cuenta del asunto en fecha 16 de diciembre del año 2003 y correspondió la ponencia al Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO, quien con tal carácter suscribe el presente fallo.

 

Siendo la oportunidad legal para decidir, pasa esta Sala a hacerlo, previa las siguientes consideraciones:

 

PUNTO PREVIO

-I-

 

Observa la Sala de las actas que conforman el expediente, escrito contentivo de recurso de control de legalidad interpuesto en fecha 24 de noviembre del año 2003, por ante el Tribunal Superior del Trabajo por la representante de la parte demandada, sin señalar en dicho escrito contra cual fallo se interponía, razón por la que esta Sala de Casación Social no emitirá pronunciamiento alguno al respecto. Así se establece.

 

-II-

 


Esta Sala de Casación Social, en fecha 1° de diciembre del año 2003, sentó criterio el cual fue ratificado en fecha 29 de enero del año 2004, relacionado con la aplicación de la nueva Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en los siguientes términos: 

 

 “Tomando en consideración la entrada en vigencia de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo en varias Circunscripciones Judiciales del país, el 13 de agosto del año 2003, cuerpo legal que trae considerables cambios respecto al recurso de casación, esta Sala considera necesario realizar algunas precisiones, antes de entrar a resolver el recurso extraordinario interpuesto.

 

En el Capítulo II de la citada Ley, contentivo del Régimen Procesal Transitorio, concretamente en el artículo 199, se establece lo siguiente:

 

‘Las causas que se encuentren en segunda instancia y casación serán resueltas por los Tribunales Superiores del Trabajo y por la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, respectivamente, conforme al procedimiento establecido en la presente Ley, dentro de los sesenta (60) días siguientes a su entrada en vigencia.’

 


Dispone el precepto legal transcrito que las causas que se encuentren en segunda instancia y casación serán resueltas por los Tribunales Superiores del Trabajo y por esta Sala de Casación Social, respectivamente, conforme al procedimiento establecido en dicha ley, dentro de los sesenta (60) días siguientes a su entrada en vigencia.

 

Ahora bien, esta Sala en virtud de que la ley no establece expresamente cómo se adaptarán las causas a los nuevos lapsos y especificaciones contenidos en ella, dependiendo de la etapa de sustanciación del recurso de casación en que éstas se encuentren, considera necesario precisar que aquellos juicios en los cuales se hubiere dictado sentencia en segunda instancia con anterioridad al 13 agosto del año 2003, se tramitarán de conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Civil, y las que sean dictadas con posterioridad a esa fecha, se regirán por las disposiciones de la nueva Ley, todo ello en aras de la seguridad jurídica de las partes en litigio.”


En atención al criterio jurisprudencial antes transcrito y por cuanto en el presente caso la decisión que dio origen a todos los recursos que culminaron con el presente, fue dictada en fecha 17 de octubre del año 2003, es decir, con posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo ( 13 de agosto del año 2.003 ), se decidirá de conformidad con lo establecido en la mencionada Ley Procesal. Así se decide.

 

-III-

 

La nueva Ley Orgánica Procesal del Trabajo establece en su artículo 167, que para la admisibilidad del recurso de casación interpuesto en los juicios  laborales, así como en los laudos arbitrales, se requiere que el interés hecho valer en la pretensión exceda de las tres mil unidades tributarias (3.000 U.T.), razón por la cual se tomará como base las mencionadas unidades tributarias, en aquellos recursos de casación que se anuncien en contra de las decisiones dictadas con posterioridad a la entrada en vigencia de la citada Ley Orgánica, para su admisibilidad, a los efectos de la cuantía. Así se establece. 

 

 

 

ÚNICO

De acuerdo a la jurisprudencia de esta Sala, respecto a la admisibilidad del recurso de casación contra las decisiones dictadas en un recurso de hecho se ha establecido que, las decisiones de alzada que declaren sin lugar un recurso de hecho, podrán ser recurridas en casación, pero para la admisibilidad inmediata del recurso contra este tipo de fallos, no basta con constatar que se negó el recurso de hecho, sino que es necesario que la negativa de dicho recurso ponga fin al juicio.

 

En el presente caso nos encontramos en el supuesto antes indicado, el recurso de hecho se declaró sin lugar y la decisión objeto de dicho medio de impugnación, puso fin al juicio. 

 

Ahora bien, el Juzgado Segundo Superior del Trabajo del Circuito Judicial del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas negó la admisión del recurso de casación anunciado, en los siguientes términos:

“Visto el Recurso de Casación anunciado por la ciudadana Yamina Del Valle Malavé Muñoz, debidamente asistida por la abogada Eva María Trenard, contra la sentencia dictada por este Juzgado Superior en fecha 07 de noviembre de 2003, mediante la cual se declaró sin lugar el recurso de hecho interpuesto, esta Alzada observa:

La Sala de Casación Civil del Tribunal Supremo de Justicia, en sentencia del 13 de abril de 2000, en el caso Banco Mercantil contra F. Mannina y Otros, se pronunció respecto a la admisibilidad del recurso de casación contra las decisiones dictadas en materia de recursos de hecho, en los siguientes términos:

( Omissis )

De acuerdo a la jurisprudencia transcrita parcialmente, la cual acoge este tribunal, se observa que en el presente caso el recurso interpuesto lo fue en contra de una sentencia que decidió definitivamente la controversia ante la inasistencia de la parte demandada a la audiencia preliminar, de acuerdo a lo previsto en el  Artículo 131 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en tal sentido, y en principio, sería admisible el recurso de casación por cumplir con este primer extremo.

En cuanto al segundo requisito de admisibilidad del recurso, se observa que el artículo 167 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo establece como requisito para anunciar el recurso de casación que se trate de sentencias de segunda instancia que pongan fin al proceso, cuyo interés principal exceda de tres mil (3.000) unidades tributarias.

En el presente caso, la sentencia dictada declaró sin lugar el recurso de hecho ejercido contra el auto emanado del Juzgado Primero de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución de este Circuito Judicial del Trabajo, que a su vez negó el recurso de apelación interpuesto contra la decisión dictada en la Audiencia Preliminar, mediante la cual se declaró la admisión de los hechos de conformidad con el artículo 131 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, es decir, que la decisión dictada por este Juzgado Superior que negó el recurso de hecho, puso fin al juicio principal.  No obstante, tal como se expresó, el sistema jurídico adjetivo laboral prevé una cuantía especial para recurrir en casación, cual (sic) es tres mil (3.000) unidades tributarias, por lo que se hace necesaria la revisión de tal cuantía en el caso de autos para el pronunciamiento sobre la admisibilidad del recurso de casación interpuesto.  Así las cosas, tenemos que analizadas minuciosamente las actas que componen el presente expediente, no se desprende de tal revisión que la recurrente (de hecho y en casación), haya indicado en sus alegatos la cuantía de la demanda principal, ni haya aportado copia certificada del libelo de demanda para evidenciar tal cuantía, ni ésta consta de ninguna de las actas que componen el expediente contentivo del recurso e hecho.

En consecuencia, dada la imposibilidad de establecer en este caso el monto del interés principal del juicio, forzoso es para esta Alzada concluir en el no cumplimiento del requisito atinente a la cuantía establecido en el referido artículo 167 de la Ley orgánica (sic) Procesal del Trabajo y negar, como en efecto se niega, la admisión del recurso de casación anunciado.”

 

De la lectura de la decisión transcrita y de las actas que conforman el expediente, evidencia la Sala, que ciertamente como lo indicó el Juez Superior al negar el recurso de casación anunciado, no constaba en autos ni en el libelo de la demanda, ni en otro documento del cual se pudiera evidenciar la cuantía de la acción, para así poder considerar si las pretensiones contenidas en el mismo, superaban la cantidad exigida para la admisibilidad del recurso de casación, establecida en el artículo 167 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, el cual establece:

 

“El recurso de casación puede proponerse:
1. Contra las sentencias de segunda instancia que pongan fin al proceso, cuyo interés principal exceda de tres mil unidades tributarias (3.000 U.T.).

2. Contra los laudos arbitrales, cuando el interés principal de la controversia exceda de tres mil unidades tributarias (3.000 U.T.).

Al proponerse el recurso contra la sentencia que puso fin al juicio, quedan comprendidas en él las interlocutorias que hubieren producido un gravamen no reparado por ella.”

 

En el caso bajo examen se observa que en fecha 20 de enero del año 2004, fue consignado por el abogado Luis Alberto Santos Castillos, representante judicial de la parte demandada, en el expediente que cursa ante esta Sala de Casación Social, copia certificada del libelo de demanda en el que consta la cuantía o interés principal, cuyo monto asciende a la cantidad de sesenta y un millones cuatrocientos veintinueve mil ciento veintitrés bolívares con cero céntimos (Bs. 61.429.123,oo), del cual verifica esta Sala, que es superior al monto establecido y exigido por la norma antes transcrita, para la admisibilidad del presente recurso de casación.

 

  En consecuencia de lo anteriormente expuesto, es admisible el recurso de casación anunciado en el caso sub-iudice, lo que motiva la declaratoria con lugar del presente recurso de hecho. Así se decide.

 

 

D E C I S I Ó N
 

En mérito de las anteriores consideraciones, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley, declara CON LUGAR el recurso de hecho propuesto contra el auto de fecha 17 de noviembre del año 2003, dictado por el Juzgado Segundo Superior del Trabajo del Circuito Judicial del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. En consecuencia, se ADMITE el recurso de casación anunciado por la representante de la parte demandada contra la sentencia de fecha 07 de noviembre del año 2003, dictada por el mencionado Juzgado Superior.

 

Procédase a dar cuenta en Sala del recurso y cúmplase con la tramitación prevista por el artículo 170 de la Ley Orgánica Procesal Laboral, el cual dispone que desde el día siguiente a esta decisión, comenzará a correr el lapso para la formalización del recurso de casación.

 

El Presidente de la Sala,

 

 

___________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

 

El Vicepresidente,

 

 

_______________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

 

 

 










El Magistrado Ponente,

 

 

______________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO

 

El Secretario Temporal,

 

 

_____________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA
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El Secretario Temporal

